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RESUMEN

Aunque la calidad de los servicios públicos y su externalización son cuestionadas fre-
cuentemente en la arena política española, en términos empíricos, sabemos poco tanto sobre 
la calidad percibida por los ciudadanos de los servicios públicos como del alcance de su 
externalización. El objetivo de este artículo es ampliar nuestro conocimiento sobre ambos 
temas, analizando datos cuantitativos y cualitativos sobre la valoración de los servicios pú-
blicos, el alcance de la externalización de los servicios públicos en el nivel local en España y 
las condiciones en que se realiza el seguimiento y control de los servicios externalizados. Las 
principales conclusiones del trabajo son que, por lo general, los ciudadanos tienen una bue-
na percepción de los servicios que presta tanto el Estado, las Comunidades Autónomas como 
los entes locales y que este nivel de satisfacción aumenta para los servicios municipales. 
También prefieren que estos sean provistos por un ente público más que por uno privado; 

*  El presente trabajo recoge resultados preliminares del proyecto «La capacidad gerencial en los casos de exter-
nalización de servicios. Un análisis de las habilidades de los actores públicos y privados en el ámbito local», financiado en 
el marco de la Convocatoria Permanente para la Financiación de Proyectos de Investigación del Instituto Nacional 
de Administración Pública (INAP). El trabajo de campo del presente estudio finalizó el 15 de abril de 2020.
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todo ello en un contexto en que la externalización de los servicios se ha desarrollado am-
pliamente en España y en el que las remunicipalizaciones, aunque existentes, no han rever-
tido el patrón extendido de prestación privada. En esta realidad, la función de seguimiento 
y el control de los contratos parece la piedra angular sobre la que descansa la garantía de 
calidad de los servicios externalizados y, sin embargo, nuestra investigación muestra que 
existen limitaciones para que esta función se esté desarrollando de forma óptima.

Palabras clave: Nueva Gestión Pública; calidad de los servicios públicos; externa-
lización de servicios locales; remunicipalización; seguimiento de contratos del sector 
público.

ABSTRACT

The quality of public services and their outsourcing are frequently questioned in the 
Spanish political arena, and yet, in empirical terms we know little about both the per-
ceived quality of public services by citizens and the scope of their outsourcing. This article 
aims at increasing our knowledge on both issues by analysing quantitative and qualitative 
data on the assessment of public services, the extent of public service outsourcing at the local 
level in Spain, and the conditions under which outsourced services are monitored and con-
trolled. The main findings are that citizens generally have a good perception of public ser-
vices and that the level of satisfaction increases for those provided by municipalities. They 
also prefer services to be provided by a public institution rather than a private one; all this 
in a context in which the outsourcing of services has developed extensively in Spain and in 
which re-municipalizations, although they exist, have not reversed the widespread pattern 
of private provision. Against this background, the function of monitoring and control of 
contracts seems to be the cornerstone to guarantee the quality of outsourced services, and yet 
our research shows that there are limitations to the optimal development of this function.

Keywords: New Public Management; quality in public service provision; con-
tracting out; local public services, re-municipalization; public service monitoring.
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i. � La Nueva Gestión Pública y la externalización  
de los servicios públicos

El surgimiento de escuelas gerenciales en línea con el pensamiento de la Nueva Ges-
tión Pública (NGP) en la década de los ochenta del siglo pasado inspiró a muchos go-
biernos occidentales a cambiar la forma en que tradicionalmente habían organizado la 
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prestación de servicios públicos (Osborne y Gaebler, 1992). Así, y si bien las institu-
ciones públicas y sus funcionarios solían ser los encargados de la provisión de los servicios 
de interés general, poco a poco, las empresas del sector privado empezaron a involucrarse 
en la prestación de estos. De este modo, servicios tales como la gestión de residuos, el 
transporte público, el mantenimiento de espacios públicos, pero también la educación y 
la atención sanitaria, comenzaron a ser atendidos, con más frecuencia, por compañías del 
sector privado. Aunque los gobiernos y administraciones fuesen responsables formalmen-
te de garantizar la prestación de tales servicios, los partidarios de la NGP sugerían que ello 
no significaba necesariamente que las instituciones del sector público o sus trabajadores 
tuviesen que ser los encargados de proporcionarlos directamente. De este modo, se abría 
una vía para la intervención del sector privado en la esfera de lo público.

Uno de los pilares de estas reformas en el sector público consistió y consiste en la 
promoción de la cooperación público-privada que, a menudo, se ha llegado a institucio-
nalizar a través de la externalización de servicios públicos. Esta ha sido definida como 
«la dependencia de fuentes externas para fabricar componentes y otras actividades que 
aportan valor añadido»  1 (Lei y Hitt, 1995: 836). El término «fuentes externas» (en 
inglés external sources) se refiere a la participación del sector privado en los procesos 
de contratación por parte de entidades públicas. La contratación implica una relación 
temporal y singular con un agente principal en la que el contratante público define qué, 
cómo y quién debe hacerse cargo de algo (Klijn y Teisman, 2000). A diferencia del 
caso de la privatización, la propiedad de los activos permanece generalmente en el sector 
público. De este modo, la entidad contratante mantiene el control sobre el contratista 
a través del seguimiento de su desempeño y de la posibilidad de su reemplazo en caso 
de que ello resultase necesario (Domberger y Jensen, 1997). Durante el tiempo en 
el que está vigente el contrato, los gobiernos confían a las empresas del sector privado 
la provisión efectiva de los servicios públicos. De este modo, por ejemplo, aunque los 
gobiernos sigan siendo los responsables de proporcionar el transporte público, sería una 
empresa del sector privado contratada por un periodo de tiempo determinado la encar-
gada de su provisión (aun siendo la Administración pública la última responsable sobre 
la prestación del servicio).

Uno de los argumentos que comúnmente más se ha empleado para justificar la 
participación del sector privado en la provisión de los servicios públicos es la supuesta 
falta de eficiencia y efectividad de las entidades públicas. Como solución, la NGP pro-
ponía un gobierno favorable a la empresa que incorporase instrumentos de gestión del 
sector privado (como la remuneración por rendimiento y la medición del desempeño) 
o la promoción de la cooperación entre el sector público y privado a través de partena-
riados público-privados, la privatización o la externalización de servicios (Gruening, 
2001: 2). Tales reformas se justificaban por la necesidad de aumentar la eficiencia, la 
efectividad, la calidad y, por ende, la legitimidad del sector público. La NGP partía de 

1  En original en inglés: «the reliance on external sources for manufacturing components and other value-
adding activities».
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la premisa de que las organizaciones privadas y sus trabajadores estaban más capacita-
dos para proporcionar eficiencia, efectividad y calidad. A pesar de que esta suposición 
se pusiese en tela de juicio teórica y empíricamente (Deakin y Walsh, 1996), mu-
chos gobiernos comenzaron a implementar reformas inspiradas en la NGP (Pollitt y 
Bouckaert, 2011).

Los países anglosajones como Reino Unido, Australia y Estados Unidos fueron los 
primeros en sumarse a la ola de la NGP al llevar a cabo estas reformas desde la década de 
los setenta del siglo pasado. Mientras que Reino Unido llevó a cabo un paquete de refor-
mas del sector público «radical», basadas en la consigna del «adelgazamiento del Estado» 
y en la privatización y externalización de muchos servicios públicos, los países nórdicos 
y de la Europa continental, como España, implementaron este tipo de reformas más 
tarde, de forma más gradual y menos sistemática (Pollitt y Bouckaert, 2011: 294). 
En general, no hay lugar a dudas de que muchos gobiernos han incorporado valores del 
sector privado, técnicas de gestión y/o han intensificado la cooperación con el sector pri-
vado durante las últimas décadas. Hood (1995: 95) ha descrito estas reformas del sector 
público como cambios en el siguiente sentido: «[Desde] la formulación de políticas a las 
habilidades de gestión, desde un énfasis en el proceso hasta un énfasis en la producción, 
desde jerarquías ordenadas hasta una base más competitiva para la prestación de servi-
cios públicos, desde pagos fijos a pagos variables y desde un servicio público uniforme 
e inclusivo hasta una estructura variante con más énfasis en la provisión de contratos». 

España no ha quedado fuera de estas tendencias. Sin embargo, es importante preci-
sar que la intervención de agentes privados se puede dar en dos ámbitos jurídicamente 
muy diferenciados: por un lado, en sectores que operan en régimen de mercado y en 
los que se produce una coincidencia entre oferta privada y servicio público; y, por otro, 
en servicios que se mantienen bajo titularidad pública municipal pero donde se aplican 
técnicas de forma de gestión indirecta  2 bajo cualquiera de las figuras recogidas en la 
normativa de contratos (Fundación Pi i Sunyer, 2018: 3). Por otra parte, la provisión 
municipal de servicios como el agua o la electricidad se ha venido prestando a través 
de asociaciones público-privadas mucho antes de que se convirtiera en una técnica de 
gestión moderna (Kickert, 2007). 

Tampoco ha quedado al margen de los recientes intentos de reforma en la dirección 
opuesta: la recuperación de la provisión directa en la prestación de algunos servicios 
públicos previamente externalizados (Kishimoto y Petitjean, 2017), especialmente 
a partir de la década del 2000. En el ámbito local, este fenómeno se denomina «remu-
nicipalización» y ha sido interpretado como el cambio de forma de gestión de sistemas 
que incorporan la participación de un tercero no público (externalizaciones) hacia mo-

2  En España, la Ley 7/1985 de Bases de Régimen Local prevé en su art. 85.2 las siguientes formas de 
gestión indirecta: concesión, gestión interesada, concierto o mediante una sociedad de economía mixta en la 
que la Administración participe en concurrencia con personas físicas o jurídicas. Por su parte, la gestión directa 
puede ser por parte del propio ayuntamiento, a través de un organismo autónomo local, una entidad pública 
empresarial local o bien de una sociedad mercantil local con capital social de titularidad íntegramente pública. 
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delos de prestación directa. En otras palabras, se refiere a una «re-internalización» de la 
forma de gestión del servicio o actividad (Fundación Pi i Sunyer, 2018: 4). Aunque 
propuestas en mayor medida que implementadas, estas remunicipalizaciones represen-
tan un cambio en el paradigma de la NGP (Schwab, Bouckaert y Kuhlmann, 2017) 
y se desarrollan especialmente en el nivel local de gobierno. 

Si bien la calidad de los servicios públicos y su externalización son cuestionados 
frecuentemente en la arena política española, lo cierto es que sabemos poco (en térmi-
nos empíricos) sobre 1) la valoración que los ciudadanos hacen de la provisión de los 
servicios públicos y sus preferencias en cuanto a la prestación de los mismos por un ente 
público o privado; 2) el grado de externalización de los servicios públicos en el nivel 
local que se ha alcanzado en España en nuestros días, y 3) las condiciones en que las 
Administraciones públicas garantizan la calidad de los servicios externalizados a través 
de su seguimiento y control.

Para intentar arrojar algo de luz en estos temas, esta contribución hace, en primer 
lugar, un recorrido por los datos presentes en las encuestas sobre Calidad de los Servi-
cios Públicos del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS). En ellos, se pregunta a 
más de 2.000 entrevistados en cada uno de los años en los que se realiza la encuesta (de 
2006 a 2017), tanto el nivel de satisfacción en general con los servicios públicos, como 
con servicios concretos, así como hasta qué punto los ciudadanos españoles elegirían un 
proveedor privado de servicios para la última vez que tuvieron una interacción con la 
Administración pública. Gracias a ello, podremos aproximarnos a las percepciones que 
los españoles tienen de los servicios públicos y, lo más importante, a cómo estas han ido 
evolucionando en el tiempo. 

En segundo lugar, gracias a la revisión de los pocos trabajos existentes, este artículo 
ofrece información sobre el grado de externalización que se ha alcanzado en España, 
sobre todo en el nivel local, así como sobre el fenómeno de las remunicipalizaciones. 
Nuestro foco en el ámbito local se justifica por dos razones principales. Por un lado, 
porque es el nivel de gobierno responsable de la provisión de una amplia cartera de ser-
vicios públicos con un impacto directo en la vida cotidiana de la ciudadanía (transporte, 
gestión del agua, servicios sociales, infraestructuras viarias, recogida y tratamiento de 
residuos, etc.). Por otro, porque gran parte de estos servicios son prestados por actores 
privados (Ramió y Salvador, 2012). 

En tercer lugar, en un contexto como el analizado, caracterizado por altos niveles de 
externalización y una baja remunicipalización, examinamos datos cualitativos recabados 
a partir de 17 entrevistas en profundidad. Estas fueron dirigidas a técnicos y jefes de 
servicios culturales, sociales, medioambientales e infraestructurales en diferentes muni-
cipios de la Comunidad Autónoma de Madrid entre enero y marzo de 2020. Mediante 
dichas entrevistas se persigue responder a las preguntas sobre qué condiciones afectan 
el seguimiento y control de los contratos y qué es necesario a fin de asegurar una buena 
calidad de los servicios (Reynaers et al. 2021). 



236	 José Rama / Anne-Marie Reynaers / Carmen Navarro / Moneyba González Medina

De esta forma, el artículo se estructura en tres secciones. En la primera, presentamos 
información descriptiva sobre la satisfacción con los servicios públicos, en especial con 
los servicios municipales y las preferencias de los ciudadanos entre proveedores públicos 
y privados en la gestión de los servicios. La segunda sección revisa el grado de externali-
zación del sector público local en España a partir de los escasos trabajos que existen sobre 
el tema, así como el alcance de las remunicipalizaciones. La tercera sección presenta las 
condiciones en que se lleva a cabo el seguimiento de los contratos de servicios por parte 
de las administraciones locales a partir de datos propios procedentes de un proyecto de 
investigación en marcha. Por último, unas conclusiones cierran el artículo y plantean 
una línea de investigación a futuro.

II.  La calidad de los servicios públicos en España

El CIS, a través de las Encuestas de Calidad de los Servicios Públicos, se ha encar-
gado de entrevistar a una muestra representativa de la población española de más de 
2.000 personas, desde 2006 hasta 2017. En esta sección presentamos varias tablas que 
contienen datos longitudinales sobre distintas cuestiones relacionadas con la calidad de 
los servicios públicos en España. 

La pertinencia de abordar esta cuestión queda bien ilustrada en la Figura 1. Así, 
para el año 2017, preguntados los ciudadanos españoles por el grado de importancia 
que conceden a los servicios públicos en una escala de 1 a 10, donde 1 significa ninguna 
importancia y 10 mucha importancia, un abrumador 86,9 por 100 de los entrevistados 
se situaba en posiciones comprendidas entre el 7 y el 10, siendo las posiciones del 1 al 4 
muy residuales (2,2 por 100). Ello da buena cuenta de que, por lo general, la cuestión 
de lo público es un elemento fundamental en España. Además, la distribución de las res-
puestas, claramente escorada a la derecha, confirma que los españoles, cuando piensan 
en quién ha de proveer ciertos servicios de carácter general, piensan directamente en el 
Estado central, las Comunidades Autónomas y los ayuntamientos. 

Analizando ahora los datos de carácter longitudinal presentes en las citadas encuestas, 
el Cuadro 1 muestra la evolución de la percepción que tienen los españoles sobre cómo 
funcionan los servicios públicos que presta el Estado, las Comunidades Autónomas y los 
ayuntamientos. La pregunta toma cuatro categorías (muy satisfecho, bastante satisfecho, 
poco satisfecho o nada satisfecho). La opción predominante desde 2011 hasta 2017, con 
la excepción de los años 2013, 2014 y 2017, ha sido la de «bastante satisfecho», con un 
valor promedio del 45 por 100. El año 2011 destaca por ser aquel en el que las opciones 
de «muy y bastante satisfechos» suman el mayor porcentaje: un 61,3 por 100, seguido de 
los años 2016 y 2015, con valores del 48,7 y 48,5 por 100, respectivamente. Por su parte, 
es en el periodo 2013-2014, coincidiendo con el momento de mayor crisis económica en 
España, aquel en el que el porcentaje de entrevistados poco o nada satisfechos con cómo 
funcionan los servicios públicos es mayor. En 2013 está poco o nada satisfecho un 55,5 
por 100 de los entrevistados, mientras que en 2014 lo está un 54,6 por 100.
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Figura 1.  Grado de importancia de los servicios públicos, 2017 a
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a � Pregunta: ¿Podría decirme qué importancia concede usted a los servicios públicos en general? Utilice para ello una 
escala de 1 a 10, en la que el 1 significa «ninguna importancia» y el 10 «mucha importancia».

Fuente: elaboración propia en base a los Encuestas sobre Calidad de los Servicios Públicos del CIS.

CUADRO 1.  Satisfacción con los servicios públicos prestados  
por el Estado, las Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos a

2017 2016 2015 2014 2013 2012 2011

Muy satisfactoria 3 3,5 2,7 2,3 2,5 2,9 3,1

Bastante satisfactoria 43,5 45,2 45,8 40,8 39,4 44,4 58,2

Poco satisfactoria 43 40,2 41,1 44,5 43,4 41,0 32,5

Nada satisfactoria 8,1 9,0 8,1 10,1 12,1 9,5 2,9

No sabe (NS) 1,3 1,6 1,7 1,8 2,1 1,8 2,8

No contesta (NC) 1,0 0,5 0,5 0,5 0,6 0,4 0,5

N.º de casos 3342 2486 2489 2479 2484 2480 2461

a � Pregunta: Pensando en los servicios públicos que prestan tanto el Estado como las Comunidades Autónomas y los 
ayuntamientos, por su propia experiencia o por lo que tiene entendido, ¿diría usted que, en general, los servicios 
públicos funcionan de forma muy satisfactoria, bastante, poco o nada satisfactoria?

Fuente: elaboración propia en base a las Encuestas sobre Calidad de los Servicios Públicos del CIS.
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Para el año 2007, el Cuadro 2 muestra que los ciudadanos consideran que la Admi-
nistración local es la más rápida (36,3 por 100), la que trata mejor a los ciudadanos (32,8 
por 100) y la que ofrece más información a los ciudadanos (32,3 por 100). Este patrón 
se mantiene en el año 2008. En las tres categorías la Administración local es la que sale 
mejor posicionada: más rápida (31,8 por 100), trata mejor a los ciudadanos (30,5 por 
100) y ofrece más información a los ciudadanos (28,8 por 100). Es en la categoría «tiene 
un personal mejor preparado» en la que destaca la Administración del Estado. Así lo 
consideran un 25,1 por 100 en 2007 y un 25,5 por 100 en 2008. 

CUADRO 2.  Comparación entre la gestión del Estado, 
Comunidades Autónomas y Ayuntamientos a

2007 2008

Más 
rápida

Personal 
mejor 
prepa-
rado

Trata mejor 
a los ciuda-

danos

Más infor-
mación a los 
ciudadanos

Más 
rápida

Personal 
mejor 

preparado

Trata 
mejor a los 
ciudadanos

Más infor-
mación a los 
ciudadanos

Estado 11,8 25,1 10 13,4 13,7 25,5 10,6 15,4

Autonómica 14,4 15,9 12,3 14,1 13,3 15,5 11,6 14,4

Local 36,3 11,2 32,8 32,3 31,8 10,3 30,5 28,8

Los tres 7 17,6 17,9 14 6,9 16,8 17,4 13,4

Ninguna 8,1 3,6 5,6 5,7 11,3 4,1 6,7 6,6

NS/NC 22,4 26,6 21,4 20,5 22,9 27,9 23,2 21,4

% 100 100 100 100 100 100 100 100

N.º de casos 2984 2984 2984 2984 4487 4487 4487 4487

a � Pregunta: Ahora quisiera que comparase la Administración del Estado con la Autonómica y la Local y que me dijera, 
cuál de ellas.

Fuente: elaboración propia en base a las Encuestas sobre Calidad de los Servicios Públicos del CIS.

El Cuadro 3, para el año 2011, ofrece información sobre la satisfacción de los ciuda-
danos sobre distintos servicios que, por lo general, dependen de la Administración local. 
Así, la tabla muestra que el servicio con el que están más satisfechos los ciudadanos es 
el de recogida de basura (el 83 por 100 considera que es muy o bastante satisfactorio), 
seguido del servicio de alumbrado público (un 81,5 por 100 está muy o bastante satis-
fecho con este servicio). Los servicios con peores valoraciones son el de limpieza de las 
calles y de reciclaje. Para ambos, un 28,4 por 100 considera que el servicio es poco o 
nada satisfactorio. 
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cuadro 3.  Satisfacción sobre servicios municipales a

La recogida  
de basura

La limpieza  
de las calles

El alumbrado 
público

La recogida selec-
tiva de residuos

Muy satisfactoria 20,1 16,9 16,7 14,6

Bastante satisfactoria 62,9 54 64,8 53

Poco satisfactoria 11,7 20,2 14,7 19,3

Nada satisfactoria 4,8 8,2 3,3 9,1

No lo usa, no tiene acceso 
al servicio/No conoce ese 
servicio/NS o NC

0,5 0,7 0,5 4

% 100 100 100 100

N.º de casos 2461 2461 2461 2461

a � Pregunta: a continuación, le voy a pedir su opinión sobre cuestiones relacionadas con su pueblo/barrio. Por lo que usted 
sabe o tiene entendido, ¿diría que los siguientes servicios que operan en su pueblo/barrio funcionan de forma muy 
satisfactoria, bastante, poco o nada satisfactoria?

Fuente: elaboración propia en base a los Encuestas sobre Calidad de los Servicios Públicos del CIS.

Por último, el Cuadro 4 se centra en averiguar hasta qué punto los españoles con-
sideran que un operador privado proveería de mejor forma un servicio respecto a uno 
público. De hecho, dicha tabla muestra que, con el paso del tiempo, se ha producido 
una suerte de «reivindicación» del sector público. A la pregunta de si el entrevistado 
considera que el servicio funcionaría mejor de ser dispensado por un ente privado, solo 
un 14 por 100 de los entrevistados de 2017 consideran que sí, frente a un 51 por 100 
que dicen que sería peor. En 2012, el porcentaje de personas que señalaban que un ente 
privado proveería de peor forma los servicios públicos era del 42,5 por 100, hoy (2017) 
ha subido más de 8 puntos porcentuales. 

CUADRO 4.  Preferencia por prestación de servicios  
por un ente privado a

2017 2016 2015 2014 2013 2012

Mejor 13,9 15,9 12,1 13,5 15,9 16,8

Igual 15,2 18,3 14,8 14,4 14,1 14,8

Peor 50,8 45,5 52,6 52,0 47,2 42,5

NS 20,0 19,8 20,2 19,5 22,1 24,7

NC 0,2 0,5 0,4 0,6 0,7 1,3

N.º de casos 2562 1927 1995 1902 1893 1801

a � Pregunta: Y ¿cree usted que este servicio funcionaría mejor o peor si se encargara de prestarlo una empresa privada?
Fuente: elaboración propia en base a las Encuestas sobre Calidad de los Servicios Públicos del CIS.
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El Cuadro 4 muestra la evolución sobre la opinión de los ciudadanos con referencia 
a cómo serían los servicios públicos si los dispensase un ente privado. La preferencia 
por la prestación pública de los servicios resulta clara. En todos los años los ciudadanos 
consideran que serían peor. Lo llamativo es que, en los peores años de la crisis, 2013 y 
2014, parece aumentar notablemente el consenso sobre que estos servicios serían peor: 
47,2 por 100 de los entrevistados así lo consideran en 2013 y el 52 por 100 lo considera 
en 2014. 

En resumen, los datos que muestran los cuatro cuadros anteriores insisten, a nuestro 
juicio, en tres ideas clave: l) los servicios públicos son esenciales para los ciudadanos y 
los valoran positivamente; 2) de entre todas las Administraciones públicas, la municipal 
saca ventaja en algunas dimensiones clave de su funcionamiento, y 3) se prefiere la pro-
visión pública de los servicios a la privada.

Así, se pone de manifiesto que los servicios públicos son cruciales para la población y 
la valoración que de ellos hacen los ciudadanos alcanza unos niveles altos de forma gene-
ral y continuada a lo largo de los años. Estas valoraciones, sin embargo, están condicio-
nadas por el contexto económico del país. Así, los años 2013 y 2014, en los que España 
padeció de forma severa la crisis económica, y tuvo que adoptar una serie de medidas de 
restricción del gasto público, coinciden con los que peores valoraciones tienen los servi-
cios prestados por el Estado, las Comunidades Autónomas y los ayuntamientos. Por lo 
general, podría decirse que nuestros servicios públicos han conocido una evolución po-
sitiva en los años recientes, en lo relativo a sus valoraciones, y que, incluso, el porcentaje 
de aquellos que consideran que un ente privado proveería de mejor manera el servicio, 
ha descendido de forma notable en los años recientes. Sin embargo, no es menos cierto 
que los datos actuales aún distan de los que se observaron en 2012, un año antes de que 
tuviesen que adoptarse serios recortes de gasto público. Por aquel entonces, las valora-
ciones eran más positivas en todas las dimensiones aquí analizadas. Ahora bien, pasados 
tres años desde la última medición del CIS, bien pudiera ser que, siguiendo la tendencia, 
las percepciones positivas (de servicios específicos y de su desempeño) siguiesen al alza. 
O, por lo contrario, fuesen a la baja. La no realización de estas encuestas en los últimos 
años nos impide comprobar este fenómeno. 

Por otro lado, de entre todas las Administraciones públicas, los ayuntamientos 
emergen con las mejores valoraciones en algunos aspectos de gran importancia. La Ad-
ministración municipal es la más apreciada por su rapidez, el mejor trato dispensado 
al ciudadano y el mayor volumen de información suministrada. Estos datos, no obs-
tante, fueron tomados al final de la década pasada y la encuesta sobre la calidad de los 
servicios públicos no ha seguido incluyendo esta pregunta, por lo que desconocemos 
la valoración comparativa actual entre las tres administraciones. Sin embargo, no por 
ello son menos válidos. Las opiniones positivas sobre la acción local se refuerzan ade-
más al observar los datos de satisfacción con servicios típicamente municipales como 
son la recogida de residuos, el alumbrado de las calles o el mantenimiento de parques 
y jardines.
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Finalmente, los españoles expresan de forma indubitable una clara preferencia por la 
prestación directa de los servicios. Esta convicción de que los servicios se deteriorarían si 
fuesen prestados de forma privada expresan cierta reticencia hacia las externalizaciones y, 
quizás, a un apoyo a las remunicipalizaciones. Del alcance de las externalizaciones en el 
nivel local de gobierno trata la siguiente sección. 

III.  La externalización en el nivel local: el caso español

Las administraciones municipales han sido tradicionalmente aquellas sobre las que 
se han operado más reformas y cambios (Kersting y Vetter, 2013). Por su mayor 
rapidez para reaccionar ante las nuevas realidades y, por tanto, su capacidad para adap-
tarse a contextos cambiantes, los gobiernos locales son un inmejorable terreno en donde 
explorar el alcance de las externalizaciones de servicios llevadas a cabo a lo largo de las 
últimas décadas, así como el surgimiento de las remunicipalizaciones. 

Por lo que se refiere a las externalizaciones, gran parte de los trabajos empíricos sobre 
el su alcance no comprenden toda la realidad española (Navarro y Alba, 2017; ICPS, 
2017) o, cuando la abarcan, están desactualizados (Martínez Rodríguez, 2003) o se 
apoyan en muestras muy pequeñas (Magre y Pano, 2017). Ello es en parte debido a 
la complejidad para los investigadores de analizar un universo local con más de 8.000 
unidades y, en parte, a la inexistencia de registros oficiales sobre el tema. La decisión de 
externalizar un servicio forma parte de la autonomía de cada gobierno local y el cono-
cimiento preciso sobre la realidad solo se obtiene observando directamente el funciona-
miento de los gobiernos locales o de una muestra de ellos. No obstante, a continuación, 
se ofrece la información de que se dispone en la actualidad. 

España no ha quedado excluida de estas tendencias que en los años ochenta se ex-
tendieron entre buena parte de los países occidentales. La razón principal, como hemos 
sugerido al inicio de este artículo, era aumentar la eficiencia, la efectividad y la calidad 
del servicio gracias a su externalización a un ente privado más especializado en el servicio 
en cuestión. La lógica era la siguiente: la externalización permitiría mejorar los servicios 
públicos al acceder a los conocimientos y capacidades de proveedores que, presumible-
mente, estaban especializados en los mismos (Cannadi y Dollery, 2005). Además, los 
servicios mejorarían, al centrarse las organizaciones públicas en los servicios en los cuales 
demuestran una mejor provisión que las entidades privadas y externalizar los servicios 
menos estratégicos (Brown y Potoski, 2003). Ahora bien, algunos estudios demues-
tran que no solo no mejora, sino que incluso disminuye la eficiencia, eficacia y/o calidad 
(Box, 1999). Aunque, como es bien sabido, otros trabajos muestran que sí conduce a 
una mejor y/o más económica prestación de servicios públicos (Fumagalli, Garrone y 
Grilli, 2007; Domberger, Hall y Li, 1995). 

Por otra parte, ya sea por razones empíricas o normativas (ideológicas), con relación 
a la conveniencia (o no) de que la prestación de servicios sea por parte del sector públi-
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co, lo cierto es que académicos, políticos y ciudadanos son muy escépticos respecto a la 
externalización (Goddard, 2004). Asimismo, los resultados insatisfactorios o las expe-
riencias problemáticas con la externalización suelen atribuirse a fallos del sector privado: 
comportamiento oportunista de las empresas que están más bien centradas en el benefi-
cio económico propio que en la calidad del servicio que proveen (Watson et al., 2012). 
Estas afirmaciones, fieles o no a la realidad, han llevado incluso a algunos gobiernos a 
recuperar la gestión directa de servicios que previamente habían sido externalizados.

Una mirada en detalle a la literatura académica sobre externalización de servicios 
públicos apunta a que los malos resultados en esta materia podrían deberse a deficiencias 
en las habilidades de gestión de los gerentes públicos responsables de la contratación en 
el (gerentes contractuales), más que al comportamiento oportunista de las empresas del 
sector privado (Kakabadse y Kakabadse, 2001; Reynaers, 2014a; Lindholst et al., 
2017). Ahora bien, junto a la suposición de que los gerentes contractuales del sector 
público carecen del conocimiento y experiencia en materia de gestión de contratos que 
sí tienen los gerentes responsables en el sector privado, la literatura también ha señalado 
que la externalización de servicios presenta más riesgos en el ámbito del gobierno local 
(Reynaers, 2014b). 

En España, si bien todos los niveles de gobierno han recurrido a la externalización de 
servicios públicos, el ámbito municipal ha destacado por sus niveles de externalización. 
Así, ofrece un campo fértil para la investigación en materia de gestión pública y exter-
nalización de servicios por diversas razones. Por un lado, porque es el nivel de gobierno 
responsable de la provisión de una amplia cartera de servicios públicos con un impacto 
directo en la vida cotidiana de la ciudadanía (transporte, gestión del agua, servicios so-
ciales, infraestructuras viarias, recogida y tratamiento de residuos, etc.). Por otro, porque 
gran parte de estos servicios son prestados por actores privados (Ramió y Salvador, 
2012). De hecho, la provisión municipal de servicios como el agua o la electricidad 
llevaba prestándose a través de asociaciones público-privadas mucho antes de que se 
convirtiera en una técnica de gestión moderna (Kickert, 2007). Recientemente, han 
sido externalizados otros servicios como los servicios de mantenimiento de la ciudad, los 
culturales, educativos o sociales. 

Por otra parte, algunos estudios empíricos no solo muestran que el nivel de exter-
nalización varía entre municipios y servicios (Magre y Pano, 2017; Navarro y Alba, 
2017), sino que esta forma de provisión de servicios se ha extendido. De hecho, tanto 
a nivel teórico como empírico (Boyne, 1998; Levin y Tadelis, 2010) existe evidencia 
que subraya que las características del servicio son un factor central para externalizar, o 
no, un servicio público. En otras palabras, ciertos servicios están mejor atendidos por 
una fórmula de gestión directa de la Administración pública que por un proveedor pri-
vado (Salvador y Riba, 2017). 

El Cuadro 5, siguiendo el estudio de Magre y Pano de 2017, para 150 ayuntamien-
tos en España, recoge la modalidad de provisión del servicio público en función del tipo de 
servicio. El trabajo destaca que, mientras el mantenimiento de las carreteras, el alumbrado 
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público o la gestión de los cementerios son dispensados mayoritariamente (en un porcen-
taje, en promedio, cercano al 88 por 100) de forma directa, servicios como la recogida de 
basuras o el suministro del agua se prestan en mayor medida por empresas privadas. 

cuadro 5.  Modalidades de provisión de servicios municipales  
en España (en porcentaje) a

Directa Externalización

Alumbrado público 82,2 17,8

Cementerio 87,4 12,6

Recogida de basuras 35,0 65,0

Limpieza espacio público 65,6 34,4

Agua potable y suministro 48,3 51,7

Sistema de alcantarillado 65,0 35,0

Asfaltado y mantenimiento de carreteras 94,3 5,7

 a   Número de casos = 150.
Fuente: elaboración propia en base a Magre y Pano (2017).

La Figura 2 arroja luz en el mismo sentido, esta vez centrándose en los servicios mu-
nicipales ambientales en los municipios más poblados de la Comunidad de Madrid. En 
ella se observa cómo en la recogida selectiva de papel y cartón y la de otros residuos han 
entrado más intensamente las empresas privadas. Pero no se quedan atrás otros servicios 
como la limpieza viaria o la recogida de la fracción resto. En todos los casos, la prestación 
con medios propios es la excepción y abundan los casos en modalidad «mixta», particu-
larmente en el mantenimiento de parques y jardines, en los que el tipo de prestación se 
diversifica por barrios y donde lo más común es que para los nuevos desarrollos urbanís-
ticos se opte por la externalización. 

Otro trabajo relevante es el de Martínez Rodríguez (2003), quien llevó a cabo en 
enero de 2002 una encuesta a nivel nacional en España a los municipios de más de 1.000 
habitantes, en la que se preguntaba por el modo de provisión (directa o externalización) 
de veinte servicios municipales. El número de cuestionarios enviados fue de 1.712, re-
cibiendo un total de 576 respuestas válidas. Sus resultados subrayan que, por un lado, 
los municipios con más población son aquellos más propensos a externalizar servicios 
públicos. Sin embargo, aquellos con una mayor densidad de población no son los que 
más externalizan. Además, a mayor homogeneidad en franjas de edad de los municipios, 
mayor el grado de externalización. Por su parte, en aquellos municipios que registraron 
unos altos niveles de voto a partidos de izquierda, la externalización fue menor. También 
observa que unas altas tasas de desempleo en el municipio llevan a un grado menor de 
provisión de los servicios públicos por parte de entes privados. 
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Figura 2.  Modalidades de provisión de servicios municipales  
de mantenimiento de la ciudad (municipios de la Comunidad  

de Madrid)

Recogida selectiva de papel y cartón

Recogida selectiva de vidrio

Recogida selectiva de envases

Recogida de residuos (fracción resto)

Mantenimiento de parques y jardines

Limpieza viaria

Gestionada por empresa privada Mixto Empresa pública Personal propio Convenio

% 0 10 20 30 40 50 60 70 80 90 100

Recogida de otros residuos, punto limpio

Fuente: elaboración propia en base a Navarro y Alba (2017).

Por otro lado, el informe de González Ramírez y colaboradores (2011), que se 
basa en un cuestionario enviado a los ayuntamientos de las mayores ciudades españolas 
(teniendo en cuenta como índice del tamaño del ayuntamiento el número de habitan-
tes). Se obtuvieron 388 respuestas de 1.000 ayuntamientos encuestados (error muestral 
3,8 por 100). Como resultado, encuentran que los servicios más externalizados son, 
por este orden, limpieza, parques y basura; mantenimiento de instalaciones, transporte 
público, deportes, calidad medioambiental, cultura, programas tercera edad, turismo y 
promoción, juventud, colectivos desfavorecidos, etcétera. 

El informe señala que existe una relación directa y positiva entre el tamaño de los 
ayuntamientos (medido por el número de habitantes del municipio, su presupuesto y 
su número de trabajadores) y la propensión a externalizar las actividades. Los ayunta-
mientos que más externalizan se corresponden con aquellos de más tamaño, con más 
habitantes, más presupuesto y más trabajadores. En cuanto a la opinión que los ayunta-
mientos tienen respecto del outsourcing, lo que destaca en trabajo de González Ramí-
rez y otros (2011) es que este contribuye a un mejor servicio a los ciudadanos y que los 
servicios externalizados están bien controlados por los ayuntamientos, siendo también 
relevante, aunque no con el mismo interés, el hecho de que la subcontratación permite 
reducir costes. Los ayuntamientos en general no creen que tengan una gran cantidad de 
servicios subcontratados con otras empresas, ni que tampoco el hecho de aumentar la 
externalización permitiera mejorar aún más los servicios. 
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Como ha quedado puesto de manifiesto, en España contamos con pocos datos sobre 
contratación externa. El trabajo de Martínez (2003), aunque referido a una realidad de 
hace más de tres lustros, sigue siendo hoy día una de las principales fuentes de informa-
ción al respecto que cubre todo el territorio nacional. En el mismo se estimó, a través de 
una encuesta enviada a una muestra de los 3.149 municipios de más de 1.000 habitan-
tes, el porcentaje de corporaciones locales que recurren a la contratación con empresas 
privadas como forma de gestión de sus servicios públicos, habiéndose obtenido los datos 
que figuran en el Cuadro 6.

Cuadro 6.  Porcentaje de contratación externa de los servicios 
públicos municipales

Servicios municipales incluidos en la encuesta
Porcentaje  

de contratación  
(en %)

  1.  Abastecimiento y distribución de agua potable
  2.  Mantenimiento de la red de alcantarillado
  3.  Recogida de residuos sólidos urbanos
  4.  Gestión del vertedero controlado de residuos
  5. S ervicio de limpieza viaria
  6.  Reparación y señalización de vías públicas
  7.  Mantenimiento del alumbrado público
  8.  Conservación del parque municipal y zonas verdes
  9.  Gestión del cementerio municipal
10. S ervicio de grúa para retirada de vehículos de la vía pública
11.  Gestión de los aparcamientos públicos
12.  Limpieza de las dependencias del Ayuntamiento
13.  Mantenimiento y gestión del archivo municipal
14.  Colaboración con el servicio municipal de recaudación de tributos
15.  Limpieza y mantenimiento de centros escolares
16. S ervicio social de ayuda a domicilio
17.  Gestión de la residencia para la tercera edad
18.  Mantenimiento de la piscina municipal
19.  Gestión del mercado municipal
20. S ervicio de matadero público

48,9
34,1
71,2
44,1
37,0
22,4
45,1
31,2
12,7
39,6
17,5
41,7
  8,3
47,8
45,6
24,3
21,4
31,7
  8,0
19,9

Nota: el número total de cuestionarios recibidos fue de 576 (tasa de respuesta: 33,6 por 100). El error muestral estimado 
es inferior al 5 por 100 en todos los servicios con un nivel de confianza del 95 por 100.
Fuente: elaboración propia en base a Martínez Rodríguez (2013).

En el cuadro anterior se puede observar cómo el único servicio municipal en el 
que la contratación con una empresa privada es la modalidad principal de prestación 
es la recogida de residuos sólidos urbanos, lo que puede corroborar la impresión gene-
ralizada de que en este servicio se cumplen las condiciones idóneas para una correcta 
utilización de la contratación externa. También puede comprobarse que la mitad de los 
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servicios incluidos en la encuesta presentan porcentajes de contratación inferiores al 20 
por 100. La ausencia de estudios similares a este que comentamos imposibilita obtener 
conclusiones acerca de la tendencia al alza o a la baja en cuanto a esta fórmula de gestión 
de los servicios públicos.

Otros estudios recogen datos actualizados, pero no se refieren a toda la realidad 
española. Aquí destaca la serie de informes del Observatorio de Gobierno Local de 
la Fundación Pi i Sunyer de Estudios Autonómicos y Locales, que viene recopilando 
desde 2005 información sistemática de todos los municipios catalanes y que incluye, 
entre otros datos, la forma de gestión de los servicios municipales. Para 2016, la forma 
externalizada del abastecimiento de agua potable existía en el 58 por 100 de los mu-
nicipios, la limpieza viaria en el 30 por 100 y la recogida de residuos en el 70 por 100 
(ICPS, 2017). 

IV.  La remunicipalización EN ESPAÑA

A pesar de la generalización de las externalizaciones como forma de prestación de 
servicios municipales, en los últimos años ha emergido un fenómeno que viene a cues-
tionar los supuestos beneficios de la gestión privada, proponiendo recuperar los servicios 
a la gestión municipal. Este fenómeno se conoce como «remunicipalización» y ha sido 
interpretado como el cambio de forma de gestión de sistemas que incorporan la partici-
pación de un tercero no público (externalizaciones) hacia modelos de prestación directa. 
En otras palabras, se refiere a una «re-internalización» de la forma de gestión del servicio 
o actividad (Fundación Pi i Sunyer, 2018: 4).

A pesar de ello, lo cierto es que la remunicipalización de servicios ha sido mucho 
más minoritaria en comparación con las externalizaciones y tiene, por el momento, más 
trascendencia en el plano del debate político y académico que en la dimensión práctica. 
En todo caso, para hacerse una idea del alcance del fenómeno, unos datos recientes 
proporcionados por Kishimoto y Petitjean (2017) arrojan información sobre más de 
800 casos de remunicipalizaciones en más de 40 países, entre 2000 y 2016. Aunque se 
producen en diferentes ámbitos geográficos, a la cabeza de esta tendencia están unos 
pocos países, a saber: Alemania (346), Francia (152), Estados Unidos (67), Reino Unido 
(64) y España (56). También se detecta un patrón de los servicios que más se suelen 
remunicipalizar, ocupando el agua (269) uno de los primeros lugares. 

En el contexto español, un reciente estudio en el que participaron 118 municipios 
españoles de más de 50.000 habitantes (lo que representa el 82,5 por 100 del total) ha 
puesto en evidencia que, efectivamente, se trata de un fenómeno de baja intensidad: solo 
el 20,3 por 100 declaró haber emprendido alguna iniciativa de remunicipalización. En la 
mayoría de los casos (66, 7 por 100) obedeció a razones de compromiso político. El 75 
por 100 de las remunicipalizaciones tuvo lugar aprovechando que finalizaba el contrato; 
mientras que solo en el 6,3 por 100 se debió a un incumplimiento de este. Por otra parte, 
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los servicios que mayoritariamente fueron objeto de remunicipalización estaban relaciona-
dos con el abastecimiento de agua y las guarderías (Fundación Pi i Sunyer, 2018: 13). 

Por otra parte, al preguntar a los alcaldes españoles sobre ellas, se encuentra que estos 
son, de entre todos los europeos, los que expresaban en 2016 una mayor preferencia por 
reducir las externalizaciones, con un 35 por 100 apoyando un cambio en la forma de 
provisión de servicios públicos en esta dirección (Navarro, 2018) con independencia 
de su signo político. Además, Albalate y Bel (2019) encuentran —para una muestra de 
97 municipios y de 17 servicios gestionados de forma diversa— que el personal técnico 
de los ayuntamientos es el que expresa una mayor preferencia en comparación con los 
políticos por la gestión privada en la prestación de servicios públicos locales, indepen-
dientemente de que los políticos sean conservadores o progresistas. 

En general, los factores que se apuntan como dinamizadores de las remunicipaliza-
ciones son, en efecto, la mejora de la calidad de los servicios y de los costes de estos para 
los ciudadanos. Pero en España, estas reformas encontraron una ventana de oportunidad 
tras la gran recesión, que coadyuvó a generar escepticismo sobre el papel del sector priva-
do en la economía y aumentó la demanda de intervención gubernamental. Zafra y co-
laboradores (2019) estudian estas reformas en municipios españoles entre 2011 y 2016 
y encuentran que los gobiernos que las adoptaron estuvieron influidos por el objetivo de 
alcanzar mayores niveles de eficiencia, pero también por la existencia de comportamien-
tos políticos estratégicos en un año preelectoral, por el cambio de un gobierno conser-
vador a uno progresista y por la corrupción política detectada en la gestión del servicio. 
Campos-Alba y otros (2017), por su parte, analizan varios servicios locales en España y 
encuentran que los servicios más técnicos se remunicipalizan con menos frecuencia en 
comparación con los servicios de corte personal o social. Estos autores concluyen para 
su muestra que las decisiones de remunicipalización no parecen estar impulsadas por la 
ideología. Sin embargo, no parece haber un acuerdo sobre esta cuestión. En el estudio de 
la Fundación Pi i Sunyer (2018) los datos arrojan que en la mayoría de los casos (66,7 
por 100) sí obedeció a razones de compromiso político.

En todo caso, uno de los hallazgos de los estudios que inciden en esta cuestión es 
que hay muchos más proyectos de remunicipalizaciones que remunicipalizaciones real-
mente implementadas, lo que lleva a los autores a emplear expresiones para caracterizar 
el fenómeno tales como «easier said than done» (Albalate y Bel, 2019) y a preguntarse 
si estamos ante una tendencia o una exageración (Clifton et al., 2019). 

V. � El seguimiento de los contratos de servicios 
externalizados 

En un contexto de altas externalizaciones y bajas remunicipalizaciones como el 
descrito, el seguimiento de los contratos de servicios externalizados resulta clave para 
controlar que el operador económico (contratista) cumple con sus obligaciones y, en de-
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finitiva, para asegurar la calidad del servicio. Ahora bien, la cuestión del seguimiento no 
solo es relevante a efectos de garantizar la efectividad del servicio, sino también debido a 
la complejidad inherente al ámbito de la contratación pública. 

En este sentido, son múltiples las guías y recomendaciones elaboradas por distintas 
entidades para realizar esta tarea de forma adecuada. La Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económico (OCDE) establece que en el proceso de seguimiento de 
los contratos de servicios externalizados existen tres áreas que requieren atención y me-
canismos diferenciados (OCDE, 2016). En primer lugar, la satisfacción con la provisión 
del servicio (delivery management), donde el objetivo es garantizar el servicio previsto en 
el contrato desde un punto de vista sustantivo (calidad) y/o cuantitativo (cantidad), de 
modo que las tareas de seguimiento se centran en el control de los bienes y/o servicios 
suministrados, los trabajos realizados para su provisión y el nivel de prestación del servi-
cio (tiempo, características). 

En segundo lugar, la gestión de la relación entre el operador privado y la Adminis-
tración contratante (relationship management), de carácter más informal y que tiene más 
que ver con soft skills o habilidades relacionales para que su interacción sea profesional, 
fluida y constructiva ante eventuales problemas. Se consideran condiciones facilitadoras 
de esta relación la confianza mutua y el entendimiento recíproco, la apertura y la buena 
comunicación y la existencia de un enfoque compartido acerca de cómo tiene que ser la 
provisión del servicio.

Por último, estaría la gestión administrativa del contrato (contract administration), 
que se circunscribe al cumplimiento de los aspectos formales del mismo (cláusulas, mo-
dificaciones, penalizaciones, etc.). Se trata de un tipo de seguimiento y control de orden 
estrictamente jurídico. 

No obstante, a pesar de la importancia de la actividad de seguimiento de los con-
tratos, en la práctica se ha detectado una serie de elementos que dificultan el desarrollo 
adecuado de esta función. El análisis de los datos cualitativos recabados a partir de 17 
entrevistas en profundidad a técnicos y jefes de servicios revela que el seguimiento de los 
contratos no siempre es adecuado debido a los siguientes obstáculos. 

En primer lugar, se destaca que la falta de recursos económicos y humanos impide 
un seguimiento adecuado del contrato. Un jefe de servicio de obras e infraestructura 
pública dice al respecto: «Esto [la falta de seguimiento] es una consecuencia, no es que 
nosotros lo queramos así. Pero es una consecuencia de la realidad de no tener más me-
dios [...]. Entonces, la sensación de que a menudo tenemos todos, cada uno un poco en 
su nivel, es que no tenemos medios para hacer un seguimiento más profesional, y sobre 
todo más responsable, más útil en definitiva para los ciudadanos. Entonces es un grado 
de control insuficiente». En la misma línea un jefe de servicios culturales afirma: «Y yo 
sí que veo correcto que haya un mayor control sobre los contratos. Pero, claro, también 
habría que tener personal».

Igualmente, una subdirectora general de servicios sociales expresa su inquietud ante 
la falta de seguimiento de la calidad de los servicios sociales: «Es una pequeña crítica a la 
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Administración Pública [...]. Los contratos de servicios sociales, y sobre todo de servicios 
sociales destinados a personas mayores, que muchas de ellas tienen situaciones tremen-
damente difíciles, yo creo que debiera de haber unidades específicas para la vigilancia, 
gestión y cumplimiento de los contratos. Y control de calidad. Porque es verdad que 
nosotros llevamos un control de calidad...; tenemos un contrato, que lo lleva otro depar-
tamento de control de calidad, pero yo creo que es insuficiente. Y que nuestros contratos 
tienen una dimensión que deberían de tener, cada uno de ellos, los dos departamentos 
grandes, que son los que están aquí presentes, deberían tener una unidad específica en-
cargada de solo eso. De vigilar la ejecución y el control de ese contrato. Con personal 
propio, por supuesto, con recursos propios».

En segundo lugar, se percibe que hay menos interés en la fase posterior a la firma 
del contrato. En este sentido, los entrevistados afirman que existe un cierto desequilibrio 
entre la fase del desarrollo de los pliegos y el contrato, por un lado, y la fase después de 
la adjudicación del contrato. Un jefe de servicios culturales explica: «Hay una fase im-
portante que es hasta la firma del contrato, y luego hasta la finalización del contrato solo 
hay atención en el caso de que haya incidencias». Como consecuencia, el seguimiento 
continuo se limita en realidad a una gestión basado en incidencias. 

La falta de recursos humanos para el seguimiento del contrato se compensa en algu-
nos casos con la contratación de empresas externas que se ocupan de esa tarea. La parti-
cipación de estas empresas, sin embargo, se limita a un apoyo técnico. Un jefe de servicio 
de obras e infraestructura pública dice al respecto: «Después de la firma, pues digamos 
estamos nosotros prácticamente solos. Y como no somos muchos, pues el problema... 
Bueno, en algunos contratos es verdad que, desde hace algún tiempo, y esto creo que 
se hace en algunos Ayuntamientos, tenemos la posibilidad de contratar también unos 
apoyos externos para el seguimiento del contrato [...]. Pero esos apoyos, que son buenos, 
lo que pasa es que no pueden responder digamos a todas las necesidades. Es decir, hay 
una parte que es de toma de decisiones y de gestión que es propia nuestra. Es decir, ellos, 
esos apoyos, esas asistencias técnicas, están bien para hacer un apoyo sobre todo en la 
parte más técnica del seguimiento».

Por último, la complejidad jurídica complica el seguimiento y control de los con-
tratos, sobre todo cuando la organización no cuenta con el apoyo jurídico adecuado. 
En este sentido, un jefe de servicios medioambientales y un técnico de servicios so-
ciales comentaron respectivamente: «Si en algo somos rematadamente malos es en 
política de recursos humanos, en mi institución. Creo que es muy importante tener 
un potente órgano de contratación [...]. Hombre, tú tienes que saber de la Ley de 
Contratos para... O por lo menos saber leerla, interpretarla. Yo he hecho cursos en la 
casa de la Ley de Contratos, de cosas concretas. Y si no te la lees, o te la estudias, o 
cada vez que hay una novedad, pues la ves. Y luego la interpretas, porque esa es otra, 
bien, o la interpretas mal». «No hay ningún jurídico en ningún departamento. Fíjate 
los millones que nosotros manejamos. Hay veces que te abruma. Y que es verdad que 
estamos como muy solas a la hora de hacer. Es una de las cosas que más me sorprendió, 
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que con tan poco apoyo... Son muchísimos millones y ahora mismo solo disponemos 
de un jurídico». 

En resumen, las entrevistas con técnicos y jefes de servicio revelan que, entre otras, 
para el seguimiento de los contratos se encuentran con las siguientes dificultades: falta 
de recursos económicos y humanos que impide un seguimiento adecuado del contrato; 
un menor interés en la fase posterior a la firma del contrato, para limita el conocimiento 
sobre su desarrollo; la contratación de empresas externas para compensar la falta de re-
cursos humanos que sigan las fases de desarrollo del contrato, y la complejidad jurídica 
que pone trabas al correcto seguimiento del servicio contratado.

VI.  CONCLUSIONES

A modo de conclusión, destacamos en primer lugar la ausencia de datos cuantita-
tivos del CIS para poder valorar la acción del gobierno local, especialmente en relación 
con la prestación de servicios sociales y la satisfacción de los ciudadanos con ellos. No 
deja de ser sorprendente que apenas existan datos que permitan conocer y valorar de 
manera empírica el estado de la externalización de los servicios públicos al nivel local 
español, precisamente el nivel de gobierno que más reformas implementa y que más 
servicios esenciales presta a los ciudadanos. 

En segundo lugar, constatamos que, al nivel local español, la NGP se aplica en un 
contexto muy particular que no sigue ni el patrón ni los tiempos de los países anglosajo-
nes. En comparación con otros contextos nacionales de corte anglosajón o escandinavo, 
la externalización de servicios públicos en España ya cuenta con una larga trayectoria que 
se empezó a generalizar después de los años ochenta del pasado siglo. El número de ser-
vicios externalizados ha aumentado aún más con la recesión económica de 2008. Al igual 
que con la percepción sobre los servicios públicos, apenas existen datos sobre el mapa 
de las externalizaciones locales, debido a la complejidad de la planta local española y la 
ausencia de esfuerzos de la Administración o académicos globales. Además, se aprecia que 
el movimiento de las remunicipalizaciones tiene por el momento un alcance limitado. 

Por último, y en relación con el seguimiento de contratos al nivel local, los análisis 
preliminares revelan que existe una carencia de recursos humanos y económicos para 
llevar a cabo una seguimiento continuo y adecuado. La complejidad del cambiante con-
texto jurídico y la falta de apoyo o conocimiento jurídico complica la esencial tarea de 
controlar el desempeño de las empresas privadas a las cuales las administraciones confían 
la prestación de los servicios públicos. 

La futura investigación debería centrarse en este último aspecto. Para mejorar, fa-
cilitar y ejecutar un seguimiento de los contratos al nivel local, es necesario estudiar 
las experiencias, capacidades y desafíos de aquellas personas dentro de los municipios 
cuya responsabilidad es precisamente la garantía de la buena prestación de los servicios 
públicos. 
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ABREVIATURAS 

NGP	 Nueva Gestión Pública.
OCDE	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.
CIS	 Centro de Investigaciones Sociológicas.


